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La Constitución política de 1991, dio un giro antropocéntrico que lleva continuamente a la 
expedición de leyes y decretos que sustentan jurídicamente el universo de derechos y obligaciones 
que adquirió el Estado Colombiano al autodenominarse Estado Social de Derecho.  Por esta razón, 
y como un mecanismo de solución alternativa de conflictos se crearon herramientas que permitan 
arreglar algunos asuntos jurídicos que una manera amigable, pacífica y que cumpla con la misma 
finalidad de un proceso que se adelanta ante la justicia colombiana.  
 
 Uno de los llamados mecanismos alternativos de solución de conflictos es el Arbitraje, el 
cual ha sido regulado a través de la Ley 1563 de 2012, o también conocido como el Estatuto de 
Arbitraje Nacional e Internacional. 
 
 A través de esta norma, el legislativo reguló muchos de los aspectos del arbitraje nacional 
e internacional, dentro de los que se pueden encontrar sus principios, el procedimiento a llevarse a 
cabo cuando se trata de un arbitraje nacional o internacional, el régimen probatorio, así como las 
medidas cautelares procedentes en el arbitraje, el laudo arbitral junto con su reconocimiento y 
ejecución, y el recurso extraordinario de anulación en contra del laudo arbitral, entre otros aspectos 
que contempla la ley 1563 de 2012.   
  
Adicionalmente, y como uno de los puntos diferenciales frente al tema de los procesos 
judiciales, se encuentra el recurso de anulación de los laudos arbitrales proferidos por tribunales  de  
arbitramento  del  orden  nacional  e  internacional,  con  el  fin  de entender el actuar procesal para 
llevar a cabo esta acción, en el entendido que el Arbitramento se ha configurado como una institución 
de respeto y confianza dentro de los mecanismos alternativos de solución de conflictos, condición 
que se logró por el respeto a todos los principios procesales y legales que garantizan la transparencia 
en la administración de justicia a mano de terceros y al respeto que debe guardar de los derechos 
fundamentales. Sin embargo, esta investigación nace precisamente del interrogante que precisa 
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The Political Constitution of 1991, gave an anthropocentric turn that leads continuously to the 
issuance of laws and decrees that legally support the universe of rights and obligations acquired by 
the Colombian State to call itself the Social State of Law. For this reason, and as an alternative 
dispute resolution mechanism, tools were created that allow us to settle some legal issues in a 
friendly, peaceful manner that meets the same purpose of a process that is being conducted before 
the Colombian justice system. 
 
 One of the so-called alternative dispute resolution mechanisms is Arbitration, which has been 
regulated through Law 1563 of 2012, or also known as the Statute of National and International 
Arbitration. 
 
 Through this norm, the legislature regulated many of the aspects of national and international 
arbitration, within which its principles can be found, the procedure to be carried out when it comes 
to national or international arbitration, the evidentiary regime, as well as such as the precautionary 
measures provided in the arbitration, the arbitral award together with its recognition and 
enforcement, and the extraordinary appeal for annulment against the arbitration award, among other 
aspects contemplated by Law 1563 of 2012. 
 
 Additionally, and as one of the differential points in relation to the subject of judicial 
proceedings, there is the recourse of annulment of the arbitral awards made by arbitration courts of 
the national and international order, in order to understand the procedural action to carry out this 
action, in the understanding that the Arbitration has been configured as an institution of respect and 
trust within the alternative mechanisms of conflict resolution, a condition that was achieved by 
respecting all the procedural and legal principles that guarantee transparency in the administration 
of justice at the hands of third parties and the respect that should be kept of fundamental rights. 
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However, this investigation arises precisely from the question that needs to know if the action of 
protection can be invoked for the protection of fundamental rights against the arbitration award. 
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Mediante la expedición de la ley 1563 de 2012 se unifican los criterios normativos que se 
encontraban en el ordenamiento jurídico en materia arbitral, consolidando todas las normas que 
regulan la aplicación del arbitraje a nivel nacional e internacional, quedando definido como un 
medio alternativo para la solución de conflictos. Ahora, el estatuto de arbitraje colombiano tiene 
dos aspectos a analizar, el arbitraje nacional y el arbitraje internacional, donde cada uno cuenta 
con dos marcos normativos que, aunque tienen similitudes presentan diferencias sustanciales y se 
encuentran contenidos en una misma ley, para las actuaciones locales o las que involucran un 
aspecto internacional en su actuación procesal o en el desarrollo del proceso arbitral. 
 
Entendiendo a los laudos arbitrales proferidos por los tribunales de arbitramento nacional   
como el resultado del proceso ejecutado por el árbitro, que en un principio nace del sometimiento 
voluntario de las partes al resultado del mismo, pero en el criterio de la voluntad individual de cada 
parte puede perseguirse la no ejecución de los laudos, siendo el recurso extraordinario de  
anulación  una  herramienta para tal fin, estudiando el alcance del control judicial sobre las 
actuaciones y resultados arbitrales, dada la jurisdicción especial de los árbitros, situación que en 
parte se ha propiciado por la capacidad de acción del árbitro y los diferentes sustentos que pueden 
usar para producir el laudo. 
 
En este mismo sentido, Cárdenas sostiene: “Los sistemas jurídicos contemporáneos se 
refieren de diversas formas a los eventos en los cuales los árbitros pueden fallar sin sujetarse 
estrictamente a las normas aplicables.” (Cárdenas, 2003, pág. 349), generando espacios para que 






La presente investigación se encuentra dentro de los lineamientos dentro del tipo teórico y analítico. 
Es teórico y analítico ya que se estudiará la norma jurídica, la jurisprudencia y diversos documentos 
y autores en torno al arbitraje y en torno al recurso de anulación procedente frente a los laudos 
arbitrales en el arbitraje nacional y determinar si existen causales diferentes a las ya establecidas en 
la norma citada para lograr la anulación de los laudos arbitrales en sede de tutela. Así mismo, se 
puede incluir dentro del tipo investigativo documental, ya que se realizará un análisis de la 
información recolectada en diferentes fuentes como lo son libros, artículos de revistas científicas y 





Problema de Investigación 
 
¿Es procedente el recurso extraordinario de anulación en contra de laudos arbitrales por causales 
diferentes a las establecidas en la ley 1563 de 2012?  
 
 
Esquema de Resolución al Problema de Investigación 
 
Con el objetivo de resolver el problema de investigación propuesta en esta investigación se realizará 
el tratamiento del siguiente temario: 
 
1) El Arbitraje en el Contexto Colombiano. 
1.2) El Laudo Arbitral. 
2) El recurso extraordinario de anulación en el arbitraje nacional según la ley 1563 de 2012. 
3) Causales para solicitar el recurso de anulación . 




1. EL ARBITRAJE EN EL CONTEXTO COLOMBIANO 
 
 
Como quiera que la presente investigación basa su objeto en el estudio del recurso de 
extraordinario de anulación de los laudos arbitrales, donde los últimos se evidencian como una 
decisión que pone fin al conflicto, y que termina el proceso formalmente, resultado que se asemeja 
en todos sus efectos a una sentencia. 
 
Según el artículo primero de la Ley 1563 de 2012, el arbitraje es considerado como un 
mecanismo alternativo de solución de conflictos a través del cual las partes ponen sus conflictos a 
consideración de los árbitros y del proceso arbitral, en aquellos asuntos expresamente autorizados 
por la ley y de los cuales las partes tengan libre disposición sobre los mismos. 
 
En relación al arbitraje como un mecanismo alternativo de solución de conflictos se ha 
señalado lo siguiente: 
 
La Ley Colombiana prevé el arbitraje como un medio de solución de controversias surgidas 
de la iniciación, ejecución o liquidación de contratos. Al efecto se ha previsto encomendar la 
función arbitral, según el artículo 116 de la Constitución a particulares que pueden ser 
investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de árbitros, 
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habilitados por las partes en litigio, para dictar fallos en derecho o en conciencia en los 
términos precisados en la Ley. (Sarmiento, s.f., pág. 1) 
 
Dentro de la concepción del arbitraje como un mecanismo alternativo de solución de 
conflictos también se ha señalado: 
 
El arbitraje como forma de resolver las disputas entre partes se encuentra de moda. Cada 
día más autores se suman a sus filas. Hasta hace poco en chile no había más que un libro 
dedicado a esta materia. Su propio autor ha expresado la sorpresa que le ha causado el 
prolongado éxito de su monografía. Hoy en día, en cambio, se pueden encontrar tres o 
cuatro libros dedicados a tratar el arbitraje. Todos publicados en el último lustro. Si bien 
esto puede resultar menor en un país que cuente con una cultura jurídica desarrollada, para 
chile es un notable logro. (Marín & García, 2011, pág. 119) 
 
 Como se puede apreciar, existe un crecimiento gradual en la utilización del arbitraje como 
mecanismo para resolver conflictos de orden contractual, y a la par de este crecimiento en su 
utilización también se ha propiciado su crecimiento en producción normativa y jurisprudencial, 
como quiera que su importancia ha demandado su regulación de forma mucho más activa por parte 
de las ramas del poder público. 
 
La ley 1563 de 2012 establece también una serie de principios, que se constituyen como el 
deber ser del proceso de arbitraje; principios que se identifican también en los procesos sometidos a 
la justicia. Estos principios son: oralidad, publicidad, contradicción, igualdad, imparcialidad, entre 
otros, que le atribuyen al arbitraje una connotación de proceso garantista para las partes que difieren 
sus controversias a los árbitros. 
 
En torno a la naturaleza jurídica del arbitraje dentro del sistema de justicia en Colombia se 
afirma lo siguiente: 
 
Sobre la naturaleza jurídica del arbitraje, debe decirse que el régimen colombiano le otorgó 
al arbitraje particularidades de lo que en la doctrina es conocido como la teoría mixta. 
MONTOYA ALBERTI presenta las siguientes características afines al modelo adoptado en 
Colombia, que en efecto son procedentes tanto de la teoría contractualista como de la 
publicista.  
 
1. “El arbitraje es de Naturaleza privada. Proviene de un acuerdo de voluntades entre las 
partes, que convienen someter sus diferencias a la decisión de los árbitros.  
2. Los árbitros son particulares, designados por las partes, que convienen someter sus 
diferencias a la decisión de los árbitros.  
3. El laudo es una verdadera sentencia  
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4. La responsabilidad de los árbitros es similar a la que tienen los jueces. (Alvarado, 2014, 
pág. 13) 
 
Se puede afirmar entonces que, el proceso de arbitraje guarda una gran similitud con los 
procesos sometidos a la justicia colombiana, y que los árbitros tienen la potestad de decidir de fondo 
a través del laudo arbitral, el conflicto sometido a su jurisdicción y competencia. 
 
Cabe destacar, que el proceso arbitral se desarrolla dentro de un debido proceso, previamente 
establecido en la norma, bajo el postulado de legalidad que debe enmarcar todas las actuaciones 




1.1 El Laudo Arbitral 
 
 
El laudo arbitral es considerado por la ley 1563 de 2012 como una sentencia, la cual pone fin al 
proceso de arbitraje. Este laudo arbitral es proferido por el tribunal de arbitraje, y como ya se ha 
evidenciado anteriormente, este puede ser objeto del recurso extraordinario de anulación. 
 
 A su vez, el laudo arbitral, también es considerado en investigaciones y referentes teóricos 
como: “El resultado final del arbitraje es un laudo arbitral. El laudo es la manifestación de los árbitros 
mediante la cual se da solución a la controversia que dio lugar al arbitraje. El laudo debe observar 
los términos pactados por las partes en el acuerdo sobre la fórmula de arreglo de eventuales 
conflictos” (Alvarado, 2014, pág. 19) 
 
En otras palabras, el laudo arbitral se asemeja en muchas formas a una sentencia debidamente 
proferida por un Juez, en donde formalmente se pone fin a la controversia que se ha generado 
previamente por las partes. 
 
No obstante, la correcta administración de justicia dentro de sus principios contempla la 
figura de la doble instancia, donde la parte que no ha sido favorecida en una sentencia, tiene la 
posibilidad de recurrirlo, y de esta controvertir las decisiones de los jueces de primera instancia. 
 
Los laudos arbitrales, se presentan en un paralelo con un proceso jurídico como el 
equivalente a la sentencia del proceso, es una determinación tomada con referencia a la controversia 
problema y con un cumplimiento estricto al debido proceso por las partes.  
 
Existen diferentes tipos de laudos arbitrales pueden proferirse en derecho en equidad o 
técnicos dependiendo de las condiciones y el marco legal que las partes hayan establecido para su 
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desarrollo, teniendo en cuenta todos los protocolos, requisitos y procedimientos q u e  e l  l au do  
d eb e  seguir para ejecutarse de forma material. 
 
Dentro de este apartado primero se puede analizar la función directa del Estado en el arbitraje 
que termina siendo la vigilancia y control del proceso ya que en la medida éste será ley para las 
partes, y al tener las mismas características que una sentencia en su carácter de ejecución también 
las tiene en su carácter de revisión por ello, los laudos arbitrales son susceptibles de recurso de 
apelación con anterior revisión del juez de toda la actuación realizada y en el cumplimiento de los 
requisitos establecidos.  
 
En los laudos de arbitramento se parte de la intención voluntaria de someterse a dichas 
decisiones, pero finalmente al someterse al control de legalidad y trámite de ejecución, la justicia 
ordinaria decreta el cumplimiento de los requisitos, haciéndolo o no obligatorio. Además, estos 
ambos deben contener las decisiones tomadas sobre medidas cautelares que se hayan declarado, los 
gastos procesales en que se haya incurrido, resumen de hechos pretensiones y excepciones, así 
como el análisis de las pruebas los aportes jurisprudenciales y la resolución proferida. 
 
En este sentido, y como quiera que el laudo arbitral se asemeja en muchos aspectos a una 
sentencia, y es garante del debido proceso, es importante indagar las causales que pueden llegar a 
generar una nulidad mediante el recurso extraordinario de anulación y si este último se considera 
como un instrumento para llevar a una segunda instancia el proceso de arbitraje. 
 
Es en este momento, en que aparece el denominado recurso extraordinario de anulación frente 
a los laudos arbitrales, como una expresión de controversia frente a los anteriores, en cuestiones 
formales o procedimentales.  
 
El recurso extraordinario de anulación se evidencia como el objeto de investigación de este 
artículo, toda vez que se analizará su procedencia, sus requisitos y el procedimiento establecido en 
la norma para su trámite. 
 
Bajo esta misma senda en torno al laudo arbitral y sus características se ha establecido lo 
siguiente: “El laudo arbitral tiene las mismas características de una sentencia judicial; debe contener 
en su forma los elementos principales de las decisiones judiciales proferidas por los jueces de la 
justicia ordinaria. Sus principales características son: Hace trámite a cosa juzgada y es vinculante 
para las partes involucradas.” (Alvarado, 2014, pág. 20) 
 
Si se afirma que el laudo arbitral hace trámite a cosa juzgada, quiere decir entonces, que 
existe la posibilidad de atacar esta decisión; sin embargo y como quiera que el proceso de arbitraje 
tiene particularidades especiales, de igual forma los recursos que proceden contra el laudo arbitral 
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presentan características especiales, establecidas en las llamadas causales de anulación, las cuales se 
tratarán a continuación. 
 
 
2. EL RECURSO EXTRAORDINARIO DE ANULACIÓN EN EL ARBITRAJE 
NACIONAL SEGÚN LA LEY 1563 DE 2012 
 
 
Una vez se ha identificado la existencia del recurso de anulación de laudos arbitrales en las 
circunstancias donde se identifiquen falencias o violaciones cometidas en el desarrollo del proceso 
de arbitraje, y causales que se derivan directa y taxativamente de la ley 1563 de 2012 las cuales 
pueden ocasionar la nulidad del laudo arbitral. 
 
A partir de la existencia de diversas causales de anulación del laudo arbitral, se ha señalado 
lo siguiente: 
 
Desde un punto de vista teórico, que el nuevo estatuto colombiano establezca causales 
taxativas para anular un laudo arbitral contribuye a la eficiencia de los procesos arbitrales al 
reducir su tiempo y costo. En la práctica, sin embargo, el futuro no luce tan promisorio debido 
a por lo menos dos razones. Primero, los jueces colombianos podrían intentar revisar la parte 
sustancial de un laudo bajo una interpretación muy amplia de uno de los temas de forma que 
integran la lista taxativa de causales de anulación. (Gaviria, 2013, pág. 271) 
 
  Así como los laudos arbitrales son susceptibles de revisión, también lo son de la aplicación 
del recurso de anulación, según el Consejo de Estado en su sala de lo contencioso administrativo 
(2011),  
…el recurso de anulación fue concebido para proteger el derecho constitucional de defensa, 
por errores en el trámite arbitral que constituyan vicios procesales, por violación del principio 
de la congruencia, por errores aritméticos o por decisiones contradictorias. A diferencia de la 
apelación, el recurso de anulación no da lugar a revisar el aspecto sustancial del laudo, ni 
permite reabrir el debate probatorio. (Sentencia 00118-00 (37787), 2011, pág. 1) 
 
Siguiendo este concepto se tiene que el recurso de anulación es extraordinario y que propende 
por el desarrollo idóneo del debido proceso en el arbitraje que, aunque tiene su procedimiento 
independiente, no puede desconocer los principios constitucionales ya sea en el ámbito nacional o 
internacional. 
 
Por otro lado al hacer mención a la tramitología que se debe surtir para la aplicación del 
recurso extraordinario de anulación, se tiene que dependiendo del ámbito se tienen trámites  
independientes  para la iniciación del  mismo, basándose en dos esferas diferentes, en el ámbito 
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nacional  los laudos versan sobre la legalidad de  las actuaciones  jurídicas  realizadas dentro del 
proceso, es decir, que todas las actuaciones realizadas durante el desarrollo del proceso, estén dentro 
de nuestro marco normativo determinado para la materia. 
 
En ambos casos los términos para el accionamiento de los recursos, los procesos a accionar 
y las causales por las que opera la figura. El recurso de anulación es extraordinario tal y como lo 
explica Morales:  
 
Los  recursos  dichos  ( los  de apelación,  reposición,  queja  y súplica)  se  denominan 
ordinarios porque a través de ellos se busca enmendar los errores de cualquier tipo que 
aparezcan en las providencias judiciales, mediante una nueva oportunidad para examinar la 
cuestión litigiosa o la providencia recurrida, según la tesis que  se  profese, sólo pueden 
utilizarse por las partes que aparezcan gravadas por dicha providencia; quien los resuelve 
está dotado de los mismos  poderes  y  facultades del juez que dictó aquélla; se deciden previa 
una faz instructora más o menos amplia e implican que el proceso no se haya agotado .... 
Existe igualmente el recurso de anulación de laudos arbitrales. Estos recursos (junto con la 
revisión y la casación) son extraordinarios porque sólo pueden fundarse en causales 
específicas, e implican nuevamente no solo el examen de la cuestión, sino la acusación de la 
sentencia para abolirla con base en tales causales. (Morales, 1983, págs. 564-565)  
 
El recurso de anulación no debe entenderse como  una  segunda  instancia ya que los jueces 
que realicen la tarea de revisión, no van a ir más allá de las actuaciones realizadas en el arbitramento 
y solo se dedicaran a revisar los yerros procedimentales que se hayan podido cometer por parte 
del tribunal de arbitraje, entendiéndose que la revisión y análisis del elemento sustancial de cada 
caso es propiedad del arbitramento mismo, siendo este recurso una especie de control del debido 
proceso y de legalidad, por el cual las actuaciones no realizadas en derecho pierdan su capacidad 
de ejecución.  
 
Por otro lado, cabe mencionar que el pacto arbitral es la carta de navegación del proceso 
ya que en este se determina la competencia, las actuaciones y modalidades bajo las cuales va a 
desarrollarse el proceso de arbitramento, así como la competencia sobre los asuntos que vaya a 
conocer y en cuales pueda pronunciarse.  
 
 
3. CAUSALES PARA SOLICITAR EL RECURSO DE ANULACIÓN 
 
 
Como ya se acotó de forma anterior, la ley 1563 de 2012 establece las causales de anulación que 
pueden ser tramitadas a partir del recurso extraordinario de anulación. Dichas causales se encuentran 
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establecidas en el artículo 41 de la norma en comento, las cuales se tratarán a continuación, conforme 
al orden en que parecen señaladas en la ley. 
 
a) La inexistencia, invalidez absoluta o inoponibilidad del pacto arbitral. 
 
Esta causal, nos muestra tres figuras: la inexistencia; que nos muestra que el pacto arbitral carece de 
elementos esenciales para su formalidad y creación. La invalidez absoluta; hace referencia a la que 
este pacto no cumple con los requisitos mínimos contemplados en la normatividad vigente, y por 
último la figura de la inoponibilidad; que finalmente se da por que el pacto arbitral carece de un 
elemento de la voluntad. 
 
 En relación a la inexistencia del pacto arbitral, se tiene por sentado de que las partes no han 
acordado de forma previa someterse a la decisión de un tribunal de arbitraje, esto es; la no existencia 
de un compromiso o de alguna clausula compromisoria en la que las partes del negocio jurídico 
acepten de forma expresa diferir sus diferencias a través de un proceso de arbitraje y que como 
consecuencia de esta decisión, renuncian a dirimir las controversias presentadas ante el juez natural 
dentro de la administración de justicia. 
 
 En torno a la cláusula compromisoria y el compromiso como expresión del pacto arbitral se 
señala: 
 
La corte suprema de justicia ha resumido el contraste entre el compromiso y la cláusula 
compromisoria así: “La diferencia tradicional entre cláusula compromisoria y compromiso 
ha sido entendida en que la primera deroga eventualmente la jurisdicción de los jueces 
ordinarios, mientras que el compromiso la deroga actualmente” (subrayas originales del 
texto), encontramos entonces que cualquiera de las dos fórmulas tendrá los mismos efectos y 
las mismas solemnidades, sin perjuicio de que se trate de un arreglo posterior al conflicto 
entre las partes para sustraerse de la justicia permanente y fungir a particulares como jueces. 
(Alvarado, 2014, pág. 34) 
 
Como se infiere, la cláusula compromisoria normalmente se establece de forma contractual, 
esto es; a la par del nacimiento de un negocio jurídico, y que en este contrato inicial se ha pactado 
que las controversias generadas en el mismo se solucionarán a través de proceso arbitral. Entre tanto, 
el compromiso supone una decisión posterior a la celebración del negocio jurídico contractual, y que 
normalmente se pactan ante la presencia de diferencias que las partes no han podido conciliar de 
forma directa. 
 
En segundo lugar, y frente a la causal invalidez absoluta del pacto arbitral, cabe señalar que 
la Corte Constitucional en (Sentencia C-572A , 2014 )declaró inexequible la palabra “absoluta”, ya 
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que la Honorable consideró que el legislador cometió un yerro al no incluir la nulidad relativa como 
causal de anulación del laudo arbitral. 
 
En torno a la invalidez como causal de anulación del laudo arbitral, El Consejo de Estado ha 
señalado lo siguiente: 
 
En torno a este elemento se reiteran las consideraciones expuestas en materia de arbitraje 
nacional, pues entendido el acuerdo arbitral como un verdadero negocio jurídico, éste debe 
reunir los requisitos generales de existencia y validez de los contratos y negocios jurídicos en 
general. (…) Ahora bien, el numeral 1º del Artículo II de la Convención de Nueva York prevé 
que “Cada uno de los Estados Contratantes reconocerá el acuerdo por escrito…”. (…) Por su 
parte, el numeral 3º de artículo II de la misma convención establece que el Tribunal de 
arbitramento de uno de los estados al que se someta un litigio respecto del cual las partes 
hayan suscrito un acuerdo arbitral, estas serán remitidas al arbitraje salvo que alguna de ellas 
demuestre que el acuerdo es nulo, ineficaz o inaplicable. (…) De la lectura de las normas 
referidas se tiene que éstas prevén una presunción de validez del acuerdo arbitral al señalar 
que los Estados contratantes deberán reconocerlo, pero también establecen una excepción 
consistente en que éste podrá invalidarse en tanto una de las partes pruebe que es nulo, 
ineficaz o inaplicable. (Sentencia 52556, 2015) 
 
Como quiera que el pacto arbitral puede nacer a la vida jurídica a la par de una relación de 
tipo contractual, en la cual se puede pactar dentro de su clausulado una clausula compromisoria, o 
presentadas controversias en relación a esta relación se puede pactar un compromiso, a fin de someter 
la controversia a la decisión del proceso arbitral. Por esta razón, se establece que el acuerdo arbitral 
debe contener los elementos esenciales de validez de todo negocio jurídico, a fin de que este acuerdo 
pueda nacer a la vida jurídica y no se encuentre viciado desde su nacimiento. 
 
Por lo tanto, al momento de realizar un acuerdo o pacto arbitral, es necesario que este último 
contenga los requisitos esenciales y de validez de todo contrato, so pena de generarse una nulidad 
relativa o absoluta. 
 
Por último, y en relación a la inoponibilidad del pacto arbitral, es pertinente aterrizar una 
noción de inoponibilidad, la cual ha sido señalado como: “La inoponibilidad se refiere a aquel pacto 
arbitral, que no es vinculante para una de las partes involucradas en la controversia objeto de arbitraje; 
se habla de inoponibilidad de un acto cuando un sujeto en un negocio jurídico pide que respecto de 
él se tenga como ineficaz, no le sea oponible.” (Alvarado, 2014, pág. 37) 
 
En este punto, es necesario señalar que para que un pacto arbitral sea oponible ante terceros, 
debe cumplir de lleno con los requisitos exigidos por la ley, así como los requisitos de publicidad 
establecidos en la ley. De otra forma, el pacto arbitral tendrá la cualidad de ser inoponible frente a 
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terceros. En un ejemplo clásico, se tiene el evento en que una de las partes celebra el pacto arbitral 
sin tener las facultades, la autorización o el poder necesario para tal fin; por ende, este acuerdo arbitral 
será inoponible frente a terceros. 
b) La Caducidad de la acción, la falta de jurisdicción o de competencia. 
 
La caducidad de la acción es un fenómeno jurídico, en el cual se pierde el derecho de acudir ante la 
jurisdicción, esto es; el derecho de acudir a la administración de justicia debido al transcurso del 
tiempo. Cabe destacar que el término de caducidad es de orden legal, esto es; la caducidad se 
encuentra determinada por la ley. 
 
 En torno a la caducidad como causal de anulación del laudo arbitral, el Consejo de Estado ha 
señalado lo siguiente: 
 
La caducidad de la acción se define como aquel fenómeno jurídico que implica la 
imposibilidad de formular ante la jurisdicción unas determinadas pretensiones por haber 
dejado transcurrir el término que perentoriamente había sido señalado por la Ley para ejercer 
la correspondiente acción.  
 
Tal como se señaló en líneas anteriores, las normas que establecen los términos de caducidad 
de las acciones son de orden público y por lo tanto de obligatorio cumplimiento frente a todos 
sus destinatarios, son irrenunciables y no son susceptibles de ser modificados por las partes.  
 
La caducidad se estructura por el sólo hecho de haber transcurrido el término previsto en la 
ley para ello y debe ser declarada por el juez ya sea a petición de parte o de oficio cuando 
aparezca que ella ha operado. (Sentencia 57422, 2016) 
 
En este sentido, es claro que procede la anulación del laudo arbitral, cuando ha operado la 
caducidad de la acción y esta no ha sido declarada por el tribunal arbitral.  
 
En torno a la falta de jurisdicción o competencia como causal de anulación de laudos 
arbitrales, es pertinente aterrizar los fenómenos de la falta de jurisdicción o competencia de forma 
general. 
 Se viene hablando de forma reiterada de que las partes son las que de forma voluntaria 
suscriben el pacto arbitral, mediante el cual someten sus diferencias a la decisión de un tribunal 
arbitral o de los árbitros. Adicionalmente, el tribunal arbitral y/o los árbitros son funcionarios 
investidos de forma temporal de jurisdicción o habilitación por los extremos del conflicto. 
 
 En este sentido, sobre el tema de la jurisdicción en materia arbitral, el Consejo de Estado ha 
señalado lo siguiente: “Así las cosas, se entiende que el arbitraje como mecanismo alterno de solución 
de conflictos implica el ejercicio de una función jurisdiccional, pero en éste caso no es la ley la que 
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le otorga la competencia a los árbitros sino las mismas partes mediante el pacto arbitral.” (Sentencia 
57422, 2016) 
 
 En torno al tema de la competencia, el Consejo de Estado en la multicitada sentencia ha 
establecido lo siguiente: “Por su parte, la competencia es la facultad que la misma ley le otorga a 
determinados órganos del poder público o a los particulares para que ejerzan la función de administrar 
justicia sobre ciertos asuntos determinados.” (Sentencia 57422, 2016) 
 
 Entonces, la competencia en materia arbitral debe tener en cuenta en principio el pacto 
arbitral, que ha habilitado al tribunal arbitral o a los árbitros y estos han sido investidos 
temporalmente de la función jurisdiccional, y adicionalmente también han sido otorgados de la 
competencia para resolver los conflictos emanados de dicho pacto, como quiera que las partes han 
convenido que el arbitraje es el mecanismo elegido para la resolución de dicho conflicto. 
 
 En síntesis, si una de las partes no ha suscrito el pacto arbitral, es lógico pensar que el tribunal 
arbitral no tendría la competencia requeridas para decidir sobre las controversias presentadas. De 
igual forma, si el tribunal arbitral excede el pacto arbitral, esto es; decide sobre asuntos o materias 
para las cuales no ha sido habilitado, entonces carecería de la competencia requerida para resolver 
sobre ese punto. También carecería de competencia, en asuntos que por prohibición normativa no 
sean susceptibles de ser adelantados a través del arbitraje. 
 
c) No haberse constituido el tribunal en forma legal. 
 
 
Con la promulgación de la ley 1563 de 2012 se dio paso al estatuto del arbitraje nacional, en 
donde se ha establecido el procedimiento a seguir, tanto por las partes involucradas, como por el 
tribunal arbitral, los árbitros y demás intervinientes o terceros de dicho proceso. Por ende, el proceso 
arbitral bajo la ley 1563 de 2012 es un proceso con un trámite previamente establecido en la norma, 
en donde sus actuaciones y etapas se encuentran regladas, a fin de garantizar los derechos de las 
partes. 
 
Entre otras cosas, la norma citada también establece el procedimiento para que se constituya 
el tribunal arbitral, sin vulnerar los derechos de las partes y los preceptos legales y normativos. Dicho 
de otro modo, la norma faculta la posibilidad de anular el laudo arbitral, cuando se evidencien vicios 
en el procedimiento señalado en la ley para constituir el tribunal arbitral. 
 
En relación a esta causal, se ha interpretado que la misma recae sobre los árbitros, como quiera 




Ahora bien el doctrinante Jorge HERNAN GIL sostiene que esta causal puede configurarse 
en los siguientes casos: 1. “Cuando los árbitros no reúnen los requisitos legales o 
convencionales. 2. Cuando se elige un número de árbitros diferente al previsto en el pacto o 
en la ley. 3. Cuando tratándose de arbitraje administrado, los árbitros no forman parte de la 
lista del respectivo centro. 4. Cuando la aceptación del cargo es extemporánea, a pesar de lo 
cual el designado actúa en el proceso. 5. Cuando el tribunal se integra de manera diferente a 
la autorizada por la ley, por ejemplo, si cada parte nombra un árbitro. 6. Cuando el tribunal 
es nombrado por persona o entidad que no tenía competencia para ello según la ley o el 
convenio arbitral. 7. Cuando el árbitro debe ser removido por inasistencia no obstante lo cual 
continúa su actuación en el proceso. (Alvarado, 2014, pág. 41) 
 
En síntesis, la ley 1563 de 2012 establece los lineamientos normativos para la designación de 
los árbitros, quien debe asignarlos, las calidades de los mismos, entre otras. Dentro de los aspectos 
relevantes en relación a las calidades de los árbitros la legislación establece en diferentes artículos 
los requisitos exigidos.  
 
En primera instancia, el artículo séptimo de la multicitada norma establece que los árbitros 
deberán: 
1. Ser colombianos y ciudadanos en ejercicio. 
2. El número de árbitros es impar. 
3. Las partes tienen el deber de determinar el número de árbitros y si guardan silencio serán 
tres, siempre siendo n número impar. 
4. El árbitro no debe haber sido condenado a pena privativa de la libertad, tampoco haber 
sido destituido de cargo público, ni estar inhabilitado para ejercer cargo público. 
5. Deberán cumplir como mínimo, con los mismos requisitos exigidos para ser Magistrado 
del Tribunal Superior de Distrito Judicial. 
 
Como se puede identificar, los árbitros deben cumplir con unos requisitos que acrediten su 
idoneidad, su cualificación y sus calidades. Por tanto, si alguno de los árbitros obra en el proceso 
arbitral y se profiere laudo arbitral, este último es susceptible de nulidad por violación procedimental 
del arbitraje. 
 
De igual forma, en la instalación del tribunal debe cumplir con el procedimiento establecido 
para determinar el número de árbitros, la aceptación expresa que deben hacer los mismos en relación 
a su designación, la resolución de los impedimentos y recusaciones en relación a los árbitros y la 
posibilidad de interponer dichos impedimentos y recusaciones. De no cumplirse con alguna de estas 






d) Estar el recurrente en alguno de los casos de indebida representación, o falta de notificación 
o emplazamiento, siempre que no se hubiere saneado la nulidad. 
 
Bajo esta causal encontramos varios aspectos que deben ser tenidos en cuenta para que se realice 
la respectiva aplicación de la misma, inicialmente lo concerniente a la falta de notificación o 
emplazamiento, este primer momento, la falta de notificación nos refiere al código general del 
proceso, según Alvarado, esta se basa en : “ según lo cual esta causal de anulación no procede con 
respecto a todas las notificaciones en el proceso, sino específicamente sobre el auto que admite la 
demanda y sobre su corrección o adición” (Alvarado, 2014). 
 
Es demasiado importante que se tenga en cuenta el auto que admite la demanda, en el caso del 
proceso arbitral, el que le da inicio al mismo, ya que materializa, irreparablemente los derechos de 
las partes, el hecho de no notificarlo de la manera debida prevista en la ley, significa una grave falta 
al debido proceso, que puede ser constatada fácilmente y más aún si es de manera recurrente. 
 
Respecto a este tema la corte constitucional señala que:  
 
“La notificación de las providencias judiciales constituye una premisa fundamental del debido 
proceso judicial, pues “es el acto material de comunicación por medio del cual se ponen en 
conocimiento de las partes o terceros interesados los actos de particulares o las decisiones proferidas 
por la autoridad pública. La notificación tiene como finalidad garantizar el conocimiento de la 
existencia de un proceso o actuación administrativa y de su desarrollo, de manera que se garanticen 
los principios de publicidad, de contradicción y, en especial, de que se prevenga que alguien pueda 
ser condenado sin ser oído. Las notificaciones permiten que materialmente sea posible que los 
interesados hagan valer sus derechos, bien sea oponiéndose a los actos de la contraparte o 
impugnando las decisiones de la autoridad, dentro del término que la ley disponga para su ejecutoria”. 
Por consiguiente, la ausencia de notificación de las providencias judiciales podría generar violación 
del derecho fundamental al debido proceso y de acceso a la administración de justicia” (Sentencia T 
- 489 , 2006) 
 
Como segundo momento de esta causal, se encuentra el hecho de que no se hubiese saneado 
oportunamente la nulidad.  
 
Esta es una recurrente en la exposición de las causales para decretar la anulación, ya que siempre 
debe haber una manifestación de la violación material a los derechos dentro del proceso arbitral, toda 
vez que la anulación del mismo, tiene como fin garantizar que dentro del proceso, no se vean 
vulnerados sus derechos, sin embargo, es importante tener  en cuenta que si en la debida oportunidad 
procesal, no se realizó ninguna manifestación que alegara este tipo de acciones, es probable que no 




e) Haberse negado el decreto de una prueba pedida oportunamente o haberse dejado de practicar 
una prueba decretada, sin fundamento legal, siempre y cuando se hubiere alegado la omisión 
oportunamente mediante el recurso de reposición y aquella pudiera tener incidencia en la 
decisión 
 
Esta causal que nos indica la ley 1563 de 2012 para solicitar el recurso de anulación se basa en 
la extralimitación clara de los árbitros en cuanto al tema probatorio. Si bien es cierto que los árbitros 
gozan de ciertas libertades, es lógico pensar que deban regularse por presupuestos mínimos que 
garanticen un adecuado manejo de las libertades y garantías constitucionales que tienen los 
ciudadanos al iniciar cualquier tipo de proceso. 
 
Es por esto que esta causal nos divide en tres aspectos importantes que son: 
 
“1. Que se niegue el decreto o la práctica de una prueba, sin fundamento legal para esa negativa, 
2. Que la parte interesada haga uso del recurso de reposición en el momento procesal indicado dentro 
del trámite arbitral y 3. Que se trate de una prueba que pudiera tener alcance decisivo en el resultado 
del proceso” (Alvarado, 2014) 
 
Según esta autora, la causal quinta nos enmarca tres condiciones o aspectos a tener en cuanta, es 
decir que se cumplan estos requisitos para que esta causal opere: 
 
1. Que se niegue el decreto o la práctica de una prueba, sin fundamento legal para esa negativa: 
Esta causal 1, explica que debe presentarse una seria extralimitación del árbitro, ya que SIN 
NINGUN FUNAMENTO LEGAL debe haber negado una prueba lo que lo enmarca dentro 
de una conducta abusiva y que claramente viola el debido proceso, derecho fundamental 
constitucional 
 
2. Que la parte interesada haga uso del recurso de reposición en el momento procesal indicado 
dentro del trámite arbitral 
 
Aquí, se hace referencia a la parte interesada, ya que esta debió una vez se haya presentado esta 
situación anteriormente descrita, interponer en el momento que le indique el tramite arbitral el 
respectivo recurso de reposición, es decir que para solicitar el recurso de anulación no puede haber 
transcurrido el proceso sin interponer la reposición oportunamente y bajo las condiciones que implica 
la ley. 
 
Respecto de este punto la Sentencia del 18 de febrero del Consejo de Estado indica que 
 
Como puede apreciarse, la causal está consagrada para cuando se presente uno cualquiera de 
los siguientes eventos: a) no se decretan las pruebas oportunamente pedidas; y b) a pesar de 
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haberse decretado las pruebas oportunamente pedidas, se dejan de practicar las diligencias 
necesarias para evacuarlas. Con cualquiera de las dos situaciones anotadas debe concurrir la 
insistencia de la parte en la práctica de la prueba, esto es, que el interesado debió reclamar 
esas omisiones, en la forma y tiempo debidos; así como también debe acreditarse la incidencia 
de la prueba omitida en la decisión adoptada en el laudo, esto es, su carácter de determinante 
en la solución del conflicto, o sea, su virtualidad para demostrar la existencia de un hecho 
litigado que de origen a un derecho, en tanto no basta que las pruebas pedidas por las partes 
cumplan con el requisitos de conducencia y pertinencia, es necesario que sean eficaces al 
punto que produzcan en el juez o en el árbitro, el convencimiento que necesita para decidir. 
Finalmente, la demostración de estos aspectos corre por cuenta del recurrente en el trámite 
del recurso extraordinario. (Sentencia 00108, 2010) 
 
  Esta es otra condición que se debe dar para que finalmente se pueda solicitar este recurso, sin 
embargo, esta no es la última condición, ya que queda aún, pendiente el hecho de que esta prueba 
tuviese un alcance decisivo dentro del proceso. 
 
Esta condición sin duda es la razón final o la razón material que se busca para considerar la 
anulación del laudo arbitral, toda vez que la solicitud y el decreto de la prueba, son elementos de 
forma y no de fondo, la finalidad es que la prueba que se decrete tenga un peso decisivo dentro del 
proceso, es decir que esta prueba tenga un peso jurídico que, sin duda alguna, cambie el sentido del 
laudo. 
 
Respecto de este tema, el Consejo de Estado, tiene unas consideraciones: 
 
No debe olvidarse que esta causal tiene alcance limitado, porque se configura sólo cuando la 
omisión del juzgador tiene incidencia en lo decidido. En tal sentido, ocurre en ocasiones que 
un medio probatorio que no se decretó no conduzca, inexorablemente, a la declaración de 
nulidad del laudo, como cuando simplemente redundaría en razones que coinciden con el 
sentido de la decisión -un testimonio, por ejemplo. Igual acontece con una prueba decretada, 
pero que no se practicó, tal es el caso del peritazgo no rendido, sin embargo, el proceso se 
decide por caducidad de la acción. Estos y otros ejemplos muestran que la exigencia 
cualificante de la norma es razonable; de no ser así se anularían laudos arbitrales sin razón 
material que lo justifique, pues bastaría acreditar un error en materia probatoria para que se 
adopte una decisión como estas.” (Sentencia 00119-00(37788), 2011) 
 
f) Haberse proferido el laudo o la decisión sobre su aclaración, adición o corrección después 
del vencimiento del término fijado para el proceso arbitral 
 
Este ítem abarca el tema de los términos del proceso arbitral, inicialmente se debe tener en cuenta 
que, dentro del pacto arbitral, las partes no hayan tenido dentro de esté, un pacto de los términos del 
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proceso como tal, o las prórrogas necesarias, para el mismo, ya que este pacto nos marca un derrotero 
dentro del cual se debe enmarcar dicho proceso. 
 
Por otro lado, es importante que, si no se estipula un término dentro del pacto arbitral, nos 
debemos regir por el artículo 10 de la ley 1563 de 2012 que indica:  
 
“Artículo 10. Término. Si en el pacto arbitral no se señalare término para la duración del 
proceso, este será de seis (6) meses, contados a partir de la finalización de la primera 
audiencia de trámite. Dentro del término de duración del proceso, deberá proferirse y 
notificarse, incluso, la providencia que resuelve la solicitud de aclaración, corrección o 
adición. 
 
Dicho término podrá prorrogarse una o varias veces, sin que el total de las prórrogas exceda 
de (6) meses, a solicitud de las partes o de sus apoderados con facultad expresa para ello. 
Al comenzar cada audiencia el secretario informará el término transcurrido del proceso.”
  (Ley 1563, 2012) 
 
En este contexto, el termino si no se pacta en el laudo arbitral, es de 6 meses a partir de la 
finalización de la primera audiencia. Igualmente entra en juego la figura de la prórroga. Esta 
prórroga, se solicitará por la parte o por los apoderados, que tenga una facultad expresa para ellos, 
ya que así, lo indica la norma, 
 
Esta figura de la prorroga no excederá los 6 meses, y no debe confundirse con la figura de la 
suspensión, estipulada en el artículo 11:  
 
“Artículo 11. Suspensión. El proceso se suspenderá por solicitud de ambas partes con la 
limitación temporal prevista en esta ley y, además, desde el momento en que un árbitro se 
declare impedido o sea recusado, y se reanudará cuando se resuelva al respecto. 
Igualmente, se suspenderá por inhabilidad, renuncia, relevo o muerte de alguno de los 
árbitros, hasta que se provea a su reemplazo.  
Al término del proceso se adicionarán los días de suspensión, así como los de interrupción 
por causas legales. En todo caso, las partes o sus apoderados no podrán solicitar la suspensión 
del proceso por un tiempo que, sumado, exceda de ciento veinte (120) días. 
No habrá suspensión por prejudicialidad.” (Ley 1563, 2012) 
 
La suspensión es otra figura que hace parte del proceso arbitral y que puede ser también 
solicitada por cualquiera de las partes, es una figura que se utiliza comúnmente para resolver las 





No deben confundirse nunca la prorroga con la suspensión, ya que la primera busca dar un 
término más amplio para que el tribunal decida sobre el fondo del asunto y se pronuncie sobre las 
adiciones, aclaraciones o correcciones sin que deje de operar 
 
También es importante aclarar que para que opere esta causal como nulidad, se debe haber 
invocado en el momento oportuno dentro del proceso arbitral el vencimiento de los términos.  
 
g) Haberse fallado en conciencia o equidad, debiendo ser en derecho, siempre que esta 
circunstancia aparezca manifiesta en el laudo 
 
Esta causal de anulación se establece, cuando el laudo arbitral no ha sido proferido conformo lo 
establece el proceso de arbitramento, ya que como se ha podido evidenciar antes, las causales de 
anulación obedecen prácticamente a la presencia de vicios que afecten la parte procedimental del 
arbitramento. 
 
 En esta causal no se ataca la decisión de fondo como tal, sino más bien la forma en la que se 
profiere el laudo arbitral. Para tal sentido, se señala lo siguiente: 
 
La séptima causal de anulación establece la condición de que motivación desacertada (en 
conciencia o en equidad) debe ser evidente, lo que resulta en un control a la vía de anulación 
para que solo proceda en aquellas circunstancias en las cuales el laudo arbitral carece 
completamente de motivaciones basadas en el derecho positivo y se remite principios de 
equidad, también puede ser el caso de aquellos laudos en los cuales los árbitros no motivaron 
su decisión en absoluto y como resultado se entiende un laudo en conciencia. (Alvarado, 
2014, pág. 53) 
 
Por tanto, esta causal exige un examen detallado del proceso de arbitramento y del laudo 
arbitral, como quiera que estas actuaciones se puede evidenciar la presencia de dicha causal, ya que, 
si el tribunal de arbitramento tenía el deber de proferir el laudo en derecho y no lo hizo de aquella 
forma, debe quedar en evidencia esta falencia en la decisión tomada, para que pueda ser recurrida 
por la parte interesa. Cabe destacar que el estatuto de arbitraje reconoce la existencia de los laudos 
arbitrales en derecho, en equidad o técnico. 
 
En igual sentido, es pertinente resaltar el artículo 3 de la ley 1563 de 2012 que en relación 
con el laudo arbitral establece lo siguiente: “…En el pacto arbitral las partes indicarán la naturaleza 
del laudo. Si nada se estipula al respecto, este se proferirá en derecho.” (Ley 1563, 2012) 
 
Entonces, al tribunal de arbitramento no le está permito, así como tampoco cuenta con la 
facultad de decidir la naturaleza del laudo arbitral, toda vez que las partes en el compromiso o la 
cláusula compromisoria cuentan con la autonomía para decidir sobre la naturaleza del mismo; y en 
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el evento en que no se pronuncien sobre esta, el legislador suple la voluntad de las partes y determina 
que la naturaleza del laudo arbitral es en derecho. 
 
En síntesis, esta causal no ataca la decisión en sí mismo, no ataca la validez de su motivación, 
de su argumentación o del raciocinio del laudo; sino que ataca la naturaleza del laudo arbitral, sin 
tomar en consideración si se ha proferida una decisión justa o no. 
 
h) Contener el laudo disposiciones contradictorias, errores aritméticos o errores por omisión o 
cambio de palabras o alteración de estas, siempre que estén comprendidas en la parte 
resolutiva o influyan en ella y hubieran sido alegados oportunamente ante el tribunal arbitral 
   
Esta casual es quizás una de las únicas casuales que ataca directamente los errores formales  
no los materiales, se aplica solamente errores aritméticos o gramaticales que afecten directamente la 
parte resolutiva del laudo. 
 
Respecto a este tema, el Consejo de estado indica que: 
 
“Al aplicar el artículo 310 del C.P.C. a los laudos arbitrales se observa que los casos de 
corrección se refieren a la comisión de algún error puramente aritmético, como aquel en que 
se incurre en el resultado de una operación matemática, o de un error por omisión, cambio o 
alteración de palabras, éste último contenido en la parte resolutiva o en la parte motiva pero 
que tenga consecuencias en la resolutiva, como cuando después de referirse a una persona en 
los capítulos considerativos, el fallador menciona a otra totalmente distinta en el punto 
respectivo de la decisión. Y se debe efectuar la corrección por el mismo tribunal de 
arbitramento, conforme lo establece la norma, razón por la cual también es imprescindible 
que se formule la solicitud de corrección dentro de los cinco días siguientes a la expedición 
del laudo, antes de que el tribunal cese en sus funciones. (…). Después de la ejecutoria del 
laudo, el tribunal pierde competencia, o mejor, ya se encuentra disuelto, no existe, y por ende, 
no puede entrar a corregir un error aritmético o de palabras del laudo, en el evento de que lo 
hubiera.” (Sala de Consulta civil 1408, 2002) 
 
Como se puede evidenciar, aunque estos sean errores cometidos simplemente por la 
condición de ser humano de los árbitros, se debe tener en cuenta, que, si el árbitro al realizarle la 
solicitud de corrección del mismo o la nulidad oportunamente de este, haciéndole ver el error 
cometido ya sea gramatical o aritmético, y este decide continuar con su misma línea, dejando el 
laudo arbitral, de esta manera, la parte4 afectada podrá directamente invocar esta causal para decretar 
la anulación del mismo. 
 
i)  Haber recaído el laudo sobre aspectos no sujetos a la decisión de los árbitros, haber 





En esta causal se encuentran dos aspectos a tener en cuenta, inicialmente, es la extralimitación 
del árbitro en decidir sobre aspectos que no están pactados por las partes, el otro aspecto a tener en 
cuenta es la importancia del pacto arbitral, sobre el cual recaen términos y en este caso los asuntos 
que serán motivo de decisión por parte de los árbitros. 
 
Uno de los principios vulnerados en este aspecto, es el principio de congruencia, entre otros, 
sin embargo, respecto del principio de congruencia el Consejo de Estado señala que:  
 
“Se configura cuando el laudo no decide todos los puntos objeto de arbitramento, evento en 
el cual se predica que el fallo es mínima o citrapetita respecto de las pretensiones, excepciones 
procesales y demás aspectos de la relación jurídico procesal (artículos 304, 305 y 306 del C. 
de P. Civil). Esta causal y la prevista en el numeral 8 del mismo artículo son expresión de la 
garantía al principio de congruencia de los fallos, contenido en el artículo 305 del Código de 
Procedimiento Civil, de acuerdo con el cual la decisión final de los árbitros debe resultar 
armónica, consonante y concordante con los hechos y las pretensiones formuladas en la 
demanda, y en las demás oportunidades procesales contempladas, y con las excepciones que 
resulten probadas a consideración por la voluntad de las partes en el proceso 58 arbitral dentro 
de los límites previstos en el pacto arbitral (cláusula compromisoria o compromiso) celebrado 
por ellas, en la ley y en la Constitución Política, fuentes éstas que otorgan y enmarcan la 
competencia de los árbitros” (Sentencia 00108, 2010). 
 
Así mismo se evidencia que, se debe guardar una congruencia entre el pacto arbitral y el 
laudo, ya que esto vulnera los principios constitucionales del debido proceso, la congruencia y 
vulnera arbitrariamente el acuerdo de voluntades entre las partes. 
 
Respecto de este tema, en la precitada sentencia se hace referencia a que: 
 
“En efecto, el principio de congruencia implica que en la decisión de los árbitros que ponga 
fin a un litigio debe existir una adecuación o perfecta simetría entre lo pedido y lo resuelto, de manera 
que puede verse afectada cuando el juez concede más allá de lo pedido (ultra petita); o cuando 
concede puntos no sometidos al litigio (extra petita), o cuando deja de pronunciarse sobre cuestiones 
sujetas al proceso (infra o citrapetita), quebrantos a esa regla de atribución por exceso o por defecto, 
que se encuentran tipificadas como hechos pasibles para la invocación de la nulidad del laudo 







4. LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA EL LAUDO ARBITRAL 
 
Al inicio de esta investigación se ha abordado acerca de la naturaleza del arbitramento y del laudo 
arbitral como expresiones de la administración de justicia, y del último como aquella decisión que 
pone fin al conflicto. De igual forma, también se identificó al recurso extraordinario de anulación 
como aquel instrumento para atacar al laudo arbitral por fallos procedimentales dentro del proceso 
de arbitramento, pero que no ningún momento este recurso contemplaba el nacimiento de una 
segunda instancia en el proceso de arbitramento. 
 
 Adicionalmente, se identificó que el laudo arbitral se asemejaba a una sentencia en sus efectos 
y su naturaleza, como quiera que ambas decisiones ponen fin al conflicto dentro de un contexto 
jurisdiccional, pero con las diferencias entre una y otra forma de administrar justicia. 
 
 Por otra parte, y en relación a las sentencias emanadas de los jueces de la república, se ha 
observado a través de las decisiones de la Corte Constitucional la procedencia de forma excepcional 
de la acción de tutela contra providencias judiciales, en el contexto de violación a derechos 
fundamentales. 
 
 Si bien no son instituciones idénticas, la Corte Constitucional ha establecido una clara 
situación diferencial entre la procedencia de la acción de tutela frente a providencias judiciales y 
frente a laudos arbitrales de la siguiente forma: “La principal diferencia entre estas figuras y que 
incide notoriamente en la valoración de procedibilidad de la acción de amparo, es el carácter especial 
de la justicia arbitral que surge de la voluntad de las partes de que sus conflictos sean resueltos por 
particulares investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de 
árbitros.” (Sentencia T-430, 2016) 
 
 En síntesis, no solamente el juez de tutela debe realizar un análisis sobre la procedibilidad de 
dicha acción de forma general, es decir; un examen sobre la procedencia de este amparo sobre una 
decisión con efectos similares a los de una sentencia, sino que debe realizar un examen de 
procedibilidad en relación a las características especiales del arbitramento como quiere que este nace 
de la voluntad de las partes, al igual que no existe una segunda instancia y que el recurso de anulación 
procede frente a fallas en el procedimiento adelantado en el proceso. 
 
 Sin embargo, y como quiera que la acción de tutela se ha declarado procedente de forma 
excepcional frente a providencias judiciales, es importante determinar si la Corte Constitucional ha 
declarado la procedencia de esta acción frente a los laudos arbitral en razón a sus semejanzas y 
efectos. 
 
 En este sentido, la Corte Constitucional se ha pronunciado de la siguiente forma: “[e]n 
síntesis, el proceso arbitral es materialmente un proceso judicial, y el laudo arbitral es el equivalente 
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a una sentencia judicial en la medida que pone fin al proceso y desata de manera definitiva la cuestión 
examinada, adicionalmente los árbitros son investidos de manera transitoria de la función pública de 
administrar justicia, la cual además legalmente ha sido calificada como un servicio público, por tal 
razón no cabe duda que en sus actuaciones y en las decisiones que adopten los tribunales arbitrales 
están vinculados por los derechos fundamentales, y que la tutela es procedente cuando estos sean 
vulnerados o amenazados con ocasión de un proceso arbitral” (Sentencia T-430, 2016) 
 
 La acción de tutela se ha diseñado para la protección de los derechos fundamentales de las 
personas en el marco de un estado social de derecho, en el que priman este tipo de derechos y en el 
entendido de que en el contexto de un proceso judicial también entran en juego derechos 
fundamentales, procede dicha acción frente a las sentencias cuando se evidencia una vulneración a 
estos derechos fundamentales. 
 
 Así mismo se puede inferir que en un proceso de arbitramento entran en juego derechos 
fundamentales, los cuales pueden verse afectados o vulnerados con ocasión de dicho proceso y su 
decisión final, es decir; el laudo arbitral. Entonces, la Corte Constitucional ha admitido la procedencia 
de la acción de tutela contra laudos arbitrales para la protección de derechos fundamentales. 
 
 Como ya se ha mencionado antes, las causales que permiten la procedencia del recurso 
extraordinario de anulación contra laudos arbitrales se basan en yerros o violaciones al procedimiento 
y por consiguiente al debido proceso, y este último es considerado como un derecho fundamental por 
la Constitución. En este sentido, resulta pertinente abordar que si existe una vulneración al debido 
proceso en materia de arbitramento procedería la acción de tutela como mecanismo de amparo frente 
a este derecho fundamental. 
 
 Al respecto la Corte Constitucional ha señalado lo siguiente: “En estos términos, el examen 
de procedibilidad de la acción de tutela contra laudos arbitrales debe tener en cuenta que en los casos 
en que se trate de reproches iusfundamentales relacionados con aspectos in procedendo, se cuenta 
con una vía de defensa adicional al trámite arbitral ante la jurisdicción ordinaria que consiste en el 
recurso de anulación.” (Sentencia T-430, 2016) 
 
 La Corte Constitucional reconoce la existencia de mecanismos de defensa frente a la 
vulneración del derecho al debido proceso, como lo es el mismo proceso de arbitramento y el recurso 
extraordinario de anulación, por tanto, considera que la acción de amparo procede inicialmente frente 
a violaciones a derechos fundamentales de corte sustancial. 
 
 Sin embargo, esto no quiere decir que frente a vulneraciones al debido proceso no proceda la 
acción de tutela como mecanismo de amparo excepcional, ya que pueden haberse interpuesto los 





 Como ya se ha establecido antes, el arbitramento debe ser garante del derecho fundamental 
al debido proceso, pero también debe garantizar los derechos fundamentales de las partes establecidas 
en la Constitución, como quiera que se erige como un mecanismo de resolución de conflictos donde 
se administra verdadera justicia.  
 
 Entonces cuando un proceso de arbitramento vulnere los derechos fundamentales, alegándose 
dentro del mismo proceso y frente al recurso extraordinario de anulación, existe la posibilidad de 
procedencia de la acción de tutela contra laudos arbitrales, si este pasa por el tamiz de los requisitos 
generales y especiales de procedencia y el análisis del caso en concreto.  
  
En este hilo conductor, la Corte Constitucional ha señalado lo siguiente: “Ahora bien, si se 
tiene que materialmente los laudos arbitrales son equiparables a las sentencias judiciales, y que la 
actividad de los jueces y árbitros es similar en cuanto al deber de garantizar la prevalencia de los 
derechos fundamentales; así como la acción de tutela procede de manera excepcional contra las 
sentencias judiciales cuando incurren en una vía de hecho, es decir, cuando vulneran o amenazan 
derechos fundamentales, es necesario concluir que esa acción también procede excepcionalmente 
contra los laudos arbitrales que incurran en la misma transgresión del ordenamiento constitucional” 
(Sentencia T-058, 2009) 
 
Para una mejor ilustración, es necesario poner en contexto uno de los casos mediáticos a nivel 
nacional en el que a través de una acción de tutela se amparó el derecho fundamental al debido 
proceso de la empresa ETB en el año 2009, en donde se destacan los siguientes hechos: 
 
1. La empresa conocida hoy como ETB celebró un contrato con la empresa Telefónica 
Móviles Colombia SA en donde la última se obligaba a suministrar a la primera empresa, 
el servicio de uso, acceso e interconexión de sus redes a cambio de un pago como 
contraprestación. 
2. Dentro de este contrato celebrado, se estableció acudir al arbitramento como mecanismo 
para resolver conflictos presentados una vez se hubieran agotado vías directas de 
negociación y de arreglo establecidas en dicho contrato como un comité mixto de 
interconexión, el arreglo directo entre representantes legales y por último acudir ante un 
tribunal de arbitramento. 
3. Sin embargo, la empresa Telefónica Móviles Colombia SA acudió directamente a la 
Comisión de regulación de telecomunicación. 
4. Una vez finalizada la etapa anterior la empresa Telefónica Móviles Colombia SA acudió 
a la justicia arbitral en donde se decretó el incumplimiento por parte de la empresa ETB, 
así como se ordenó dar cumplimiento al mismo y se le condena al pago de daño 
emergente, lucro cesante, costas y agencias en derecho. 
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5. La empresa ETB interpuso recurso extraordinario de anulación en contra del laudo 
arbitral, y adicionalmente una acción de tutela invocando la protección de sus derechos 
fundamentales vulnerados. 
6. Cabe señalar que la primera y segunda instancia de la acción de tutela declaró 
improcedente esta acción, por existencia de otro mecanismo de defensa de los derechos 
invocados. 
 
Una vez contextualizado el régimen fáctico, es imperante señalar que la empresa ETB 
invocaba la protección al derecho fundamental al debido proceso, ya que la empresa Telefónica 
Móviles Colombia SA no utilizó los mecanismos de arreglo directos previstos de forma contractual, 
sino que acudió directamente a la Comisión de regulación de telecomunicación y seguidamente a la 
justicia arbitral. Por tanto, consideraba que existía una vulneración al derecho fundamental al debido 
proceso al no acudir a estas instancias de arreglo directo. 
 
Dentro de los argumentos expuestos por la Corte Constitucional se mencionan los siguientes: 
 
Entonces, esta Sala concluye que a diferencia de lo afirmado por el Tribunal de arbitramento, 
la falta de conformación del Comité Mixto de Interconexión, así como de las demás etapas 
previstas de manera previa a la conformación de dicho Tribunal, inhabilitaba la constitución 
de éste y lo hacía incompetente para decidir sobre el conflicto propuesto por Telefónica. Al 
respecto, es necesario reiterar que el fundamento constitucional y legal de las formas de 
arreglo directo previstas por las partes de un contrato para la solución de las controversias que 
surjan entre ellas, se encuentra en su voluntad de someter sus diferencias por fuera del ámbito 
de a la justicia estatal y, en esa medida, no puede entenderse que esta decisión no sea tenida 
en cuenta a la hora de finiquitar el conflicto y verificar si se agotaron los medios no judiciales 
previstos para ello. (Sentencia T-058, 2009) 
 
En primer lugar, la Corte Constitucional ha manifestado que se incurre en una vulneración a 
los derechos fundamentales por vía de hecho, el hecho de no agotar las vías de arreglo directo 
establecidas de forma contractual, como una expresión de la voluntad de las partes de aparatarse de 
la decisión de un juez, y someter sus diferencias en un principio a una etapa de arreglo directo y de 
forma posterior y como último recurso acudir al arbitramento. 
 
Considera la Corte Constitucional que el tribunal de arbitramento no ha debido conformarse 
en razón a las anteriores consideraciones, ya que su decisión a través del laudo arbitral violentaba el 
derecho fundamental al debido proceso de la empresa ETB. 
 
Por último, resaltar la siguiente consideración de la Corte que expresa lo siguiente: “De 
conformidad con lo expuesto, esta Sala concluye que el Tribunal de Arbitramento Telefónica 
Móviles Colombia S.A. Vs. Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá S.A. E.S.P. incurrió en una 
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vía de hecho por defecto orgánico porque (i) no se agotaron las etapas previstas con anterioridad a 
su conformación; y (ii) aunque en gracia de discusión se aceptara la tesis del Tribunal de 
Arbitramento en el sentido de afirmar que no era necesario agotar las etapas de arreglo directo 
previstas antes de su conformación, la decisión de la Comisión de Regulación de Telecomunicación 
hacía incompatible la conformación de dicho Tribunal pues el conflicto ya había sido dirimido 
mediante los actos administrativos expedidos por la Comisión de Regulación de 
Telecomunicaciones.” (Sentencia T-058, 2009) 
 
Las anteriores consideraciones por parte de la Corte Constitucional tuvieron efectos negativos 
en el laudo arbitral proferido, declarando la nulidad del mismo por la violación de los derechos 
fundamentales de la empresa ETB. 
 
El caso antes expuesto, da cuenta de la procedencia de forma subsidiaria y excepcional de la 
acción de tutela frente a laudos arbitrales, cuando se pretenda la protección de derechos 
fundamentales y se busque evitar un perjuicio irremediable. 
 
En este orden de ideas, se puede inferir que adicional a las causales establecidas en la ley 
1563 de 2012 para la anulación de laudos arbitrales, deberá sumársele otra causal como es la 
vulneración de derechos fundamentales y cuando estos se pretendan amparar para evitar un perjuicio 
irremediable, en concordancia con los preceptos constitucionales y la interpretación que de los mismo 
realiza la Corte Constitucional. 
 
Vale la pena preguntarse entonces, si esta nueva causal de anulación, la cual no se encontraba 
prevista en la ley 1563 de 2012 puede considerarse como un factor generados de inseguridad jurídica 





















El estatuto de arbitraje nacional, permite recurrir el laudo arbitral a través del recurso 
extraordinario de anulación, frente a unas causales que se encuentran señaladas taxativamente en la 
ley 1563 de 2012. Sin embargo, estas causales de anulación se centran primordialmente en vicios 
procedimentales en el desarrollo del proceso de arbitramento, de la instalación del tribunal de 
arbitramento y sobre las etapas desarrolladas en el proceso, esto es, que estas causales no recaen 
sobre el fondo de la decisión sino sobre aspectos procedimentales del arbitramento. 
 
Por tanto, el recurso extraordinario de anulación no se convierte en una segunda instancia 
en el proceso de arbitramento, en este, las partes interesadas en recurrirlo atacan de forma 
procedimental el laudo arbitral. 
 
Igualmente, el recurso extraordinario de anulación, se presenta como una garantía para las 
partes dentro del proceso de arbitramento, toda vez que a través de este recurso se podrán atacar las 
nulidades o vicios que se presenten en el desarrollo de este proceso y de esta forma garantizar los 
derechos d cada una de las partes 
 
Para finalizar es importante tener en cuenta que la Corte Constitucional ha reconocido la 
importancia de la acción de tutela a la hora de proteger no solo derechos fundamentales, sino también 
ha reconocido que dicho amparo es procedente para proteger derechos fundamentales vulnerados en 
el marco de un proceso de arbitramento, haciendo un análisis que incide notoriamente en la 
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